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      A mis padres, que tanto han hecho por mí.


      A mi pareja, porque los que de corazón se quieren


      con el corazón se hablan.

      





      


      


      


      


      


      


      «Menos mal hacen los delincuentes que un mal juez».


      «Donde hay poca justicia es un peligro tener razón».


      


      FRANCISCO DE QUEVEDO





      


      


      PREFACIO



      


      


      


      


      El rey marca las líneas rojas


      


      Palacio de La Zarzuela. Calle de Agustina Fierra, número 5, de Madrid. Jueves 22 de diciembre de 2011. Durante la tarde.


      La maquilladora de Televisión Española se afanó por tapar al rey el hematoma que tenía en la cara, resultado del golpe con una puerta que Su Majestad sufrió un mes antes y que todavía le duraba. La empleada del ente público se mostró satisfecha con su trabajo. Con la capa de maquillaje, el cardenal casi no se notaba.


      Todo estaba listo en el Salón de Audiencias del palacio de La Zarzuela, donde se iba a grabar el discurso que se emitiría dos días después, a las nueve de la noche del 24 de diciembre. La estancia, preparada para la ocasión como un plató de televisión, resultaba mejor iluminada que los años precedentes. A la derecha de la butaca donde debía sentarse el rey se colocó la bandera de España. A la izquierda, el tradicional nacimiento y un árbol de Navidad, decorado en tonos grises. El rojo del año anterior, el último de la etapa Zapatero, quedaba lejos. La fotografía que podía verse, como muestra de normalidad democrática, era la de don Juan Carlos con el jefe del ejecutivo entrante y el saliente.


      Aquel 22 de diciembre fue un día intenso en La Zarzuela. Allí mismo, por la mañana, había jurado su cargo el presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, con la mano izquierda sobre la Biblia y la derecha sobre la Constitución. Por la tarde, el nuevo jefe del ejecutivo —el sexto de la democracia— volvió a palacio para que el rey fuese el primero en conocer la lista de ministros de su gabinete. La expectación era máxima, aunque ese día, sin embargo, casi toda España estaba pendiente de la Lotería de Navidad.


      —¿Te ha tocado algo? —preguntó don Juan Carlos a la maquilladora con su habitual campechanería.


      —Ni un duro, señor. El gordo ha caído este año en Huesca.


      —A mí tampoco —respondió el monarca.


      La grabación del mensaje de Navidad se retrasó aquel año. No se hizo a mediados de diciembre como es habitual, sino dos días antes de Nochebuena, a la espera de que Rajoy tomase posesión del cargo y pudiese revisar el contenido del discurso. Aquel día, mientras en las redacciones de los periódicos se esperaba la composición del nuevo gobierno con avidez y prisas por el inminente cierre de la primera edición, Su Majestad estaba preparado para iniciar la grabación tras quedar listo el trabajo de la maquilladora, las pertinentes pruebas de vídeo y audio y hasta el equipo que por primera vez iba a traducir el discurso al idioma de signos, en atención a una petición que dirigió la Confederación Estatal de Personas Sordas a La Zarzuela.


      Todos en aquel salón eran conscientes de que el éxito de audiencia del mensaje navideño estaba asegurado gracias a Iñaki Urdangarin y su presunta trama de corrupción, evasión de impuestos, falsedad documental y demás delitos que vieron la luz las semanas precedentes. Estaba claro que el rey iba a hablar de la galopante crisis económica, pero ¿diría algo sobre la corrupción? Era una pregunta recurrente en las tertulias políticas durante aquellas fechas y los periodistas no paraban de cruzar apuestas sobre la cuestión.


      Como en los años precedentes, el monarca se dirigió a la cámara sentado en una silla con las piernas cruzadas y las manos entrelazadas por los dedos. Según dicen los expertos, son dos maneras que indican situación de estar a la defensiva, sobre todo la primera, aunque también al entrelazar las manos puede querer transmitir, en este caso, autoridad y unidad. La silla estaba frente a la cámara y el rey habló a los españoles mirando a sus ojos, tratando de inspirar confianza. El discurso fue más largo de lo habitual. Duró un total de trece minutos y cincuenta y cinco segundos. El minuto de oro llegó a la mitad del mensaje, entre el siete y el ocho.


      —Me preocupa también enormemente la desconfianza que parece estar extendiéndose en algunos sectores de la opinión pública respecto a la credibilidad y prestigio de algunas de nuestras instituciones. Necesitamos rigor, seriedad y ejemplaridad en todos los sentidos. Todos, sobre todo las personas con responsabilidades públicas, tenemos el deber de observar un comportamiento adecuado, un comportamiento ejemplar.


      Las imágenes fueron acompañadas de un cambio de plano y varios gestos expresivos por parte de don Juan Carlos. El monarca quería mostrar contundencia en su mensaje.


      —Cuando se producen conductas irregulares que no se ajustan a la legalidad o a la ética, es natural que la sociedad reaccione. Afortunadamente vivimos en un Estado de Derecho y cualquier actuación censurable deberá ser juzgada y sancionada con arreglo a la ley. La justicia es igual para todos.


      Su Majestad el rey acababa de pronunciar la frase que al día siguiente fue portada en todos los periódicos. El tiro de cámara cambió para que se pudiera ver a través de una parte del ventanal el jardín de La Zarzuela.


      —No debemos, sin embargo, generalizar los comportamientos individuales so pena de cometer una gran injusticia con la inmensa mayoría de servidores públicos y también de empresarios o trabajadores del sector privado que desarrollan su labor de forma ejemplar y honesta. De lo contrario, se podría causar un grave daño a instituciones y organizaciones que son necesarias para la vertebración de nuestra sociedad.


      Pese a la expectación creada, el mensaje navideño de 2011 del rey tuvo un éxito relativo en audiencia. Los resultados elaborados por Barlovento, a partir de los datos reunidos con Kantar Media, reflejaron que el discurso, retransmitido por treinta cadenas de televisión, fue seguido en total por 7.165.000 espectadores, un 64,2 por ciento de cuota de pantalla, algo más que en 2010 (7.120.000, con un 65,6 por ciento de share). Según el estudio de Barlovento, 8.579.000 conectaron en algún momento —al menos un minuto— con alguno de los canales que retransmitía el mensaje de Navidad de don Juan Carlos. La audiencia media registrada quedó lejos de las cifras de la década de 1990 o de los primeros 2000, cuando los nuevos medios (Internet y móviles) influían menos a la hora de informar.


      Todos los periódicos del 26 de diciembre, sin excepción, recogieron el mensaje navideño como la noticia del día. «La justicia es igual para todos» y «cualquier actuación censurable deberá ser juzgada y sancionada» fueron las frases que los diarios destacaron en su portada. El País puso en su editorial el dedo en la llaga: «El tradicional mensaje navideño del rey a los españoles había producido este año una expectación generalizada. Se esperaba que hiciera alguna referencia, aunque fuera indirecta y genérica, al problema creado en la familia real por Iñaki Urdangarin. El rey dedicó la parte central de su discurso al escándalo de su yerno, al que no citó expresamente. Si bien la Corona sigue contando con el afecto mayoritario de los españoles, episodios como el protagonizado por el marido de la infanta Cristina es de los que contribuyen a que haya perdido puntos en su valoración por la ciudadanía en los últimos tiempos. En relación con la conducta “no ejemplar” de Urdangarin, la censura pública de su conducta y el compromiso de una mayor transparencia en la gestión de los dineros públicos que el rey y su familia reciben de los Presupuestos del Estado, constituye una reacción valiente, no habitual en otras instituciones del Estado. Lo que hay que exigir a la justicia es que determine cuanto antes los cargos que tiene contra Urdangarin, pues la demora actual favorece juicios prematuros difícilmente compatibles con el derecho a que no se le considere culpable mientras no sea juzgado».


      El Mundo alabó la postura del monarca de reivindicar el listón de la ética, al tiempo que descalificaba la actitud del duque de Palma: «La valentía del rey de utilizar su mensaje de Nochebuena a los españoles para fijar su postura en relación al comportamiento de su yerno ha sido muy bien acogida por los ciudadanos. En primer lugar asume que ha habido irregularidades; no es algo de lo que hable como hipótesis o simple conjetura. Pero además reivindica el listón de la ética, lo que le permite hablar con autoridad de un caso no juzgado, sin necesidad por tanto de tener que esperar a que se pronuncien los tribunales. Por último, el rey avala la reacción social contra la conducta irregular de Urdangarin, algo que tiene especial valor para los medios que hemos denunciado el caso, más aún por cuanto el duque de Palma arremetió contra el papel de la prensa en su comunicado oficial de descarga».


      Como era previsible, ABC elevó el tono del elogio. Eso sí, al igual que hizo don Juan Carlos, evitó citar el nombre de Iñaki Urdangarin. «El mensaje de Su Majestad el rey —señaló en su editorial principal— fue seguido con respeto y afecto en millones de hogares. Como siempre, el rey de todos los españoles mostró una actitud ejemplar a la hora de cumplir las funciones que la Constitución le atribuye. Se trata, en efecto, de sumar voluntades y acercar posiciones, lejos del sectarismo y el particularismo que tanto daño causan a la convivencia democrática. Don Juan Carlos afrontó con la gravedad y mesura habituales el desprestigio de algunas instituciones ante la opinión pública. Exigió a todos “rigor, seriedad y ejemplaridad” y un comportamiento adecuado, con una referencia precisa a los problemas que afectan a un miembro de la familia real. Frente a quienes intentan sacar provecho de la confusión, los ciudadanos saben distinguir lo esencial de lo accesorio. El primero de los españoles ha sabido ejercer de nuevo su alta magistratura con la hondura y el patriotismo que deben prevalecer en una situación que exige la unidad de todos, porque España lo merece y lo necesita». La Razón prefirió centrar su editorial en las menciones del monarca a la crisis económica y su apelación al diálogo, a trabajar sumando voluntades y a continuar en el proyecto de una Europa fuerte. El periódico de Planeta solo dedicó un pequeño párrafo al escándalo que afecta al yerno del jefe del Estado: «En momentos de dificultad en el seno de la familia real se mostró especialmente preocupado por la desconfianza que parece estar extendiéndose sobre la credibilidad y el prestigio de algunas de nuestras instituciones».


      Casi todas las columnas de opinión giraron también en torno al mensaje navideño de don Juan Carlos. Victoria Prego sentenció en El Mundo que el rey dejó muy claro que su yerno no podrá refugiarse en ningún tipo de amparo por parte de la Corona, mientras Manuel Ventero, en el mismo diario, señalaba: «No abordar el turbio asunto de Iñaki Urdangarin habría sido un error mayúsculo que ni el rey ni la institución se podían permitir». Ignacio Camacho sentenció desde las páginas de ABC que corresponde al gobierno la responsabilidad de coser con hilo invisible la Corona al tejido institucional español. Félix Madero, en la línea elogiosa del periódico monárquico, escribió: «La noche del 24 me pareció más rey que nunca. Y también más humano. Y también más padre, y también más justo». Por su parte, José María Marco concluyó en La Razón que «todo lo que la familia real se exija, lo recibirá del cariño de sus compatriotas». Carmen Enríquez destacó también en el periódico de Planeta que Su Majestad el rey no había dejado lugar a dudas en su sentencia de que «la justicia es igual para todos».


      Una vez más los columnistas y editorialistas de los medios de comunicación van por un lado y los ciudadanos de a pie por otro. Así lo demostró una encuesta publicada por El Mundo diez días después. Según ese sondeo de Sigma Dos, una amplísima mayoría de los españoles —nada menos que el 80,9 por ciento— no se mostró de acuerdo con la frase estelar del rey durante su discurso de Navidad: «La justicia es igual para todos». Solo el 14,9 por ciento de los encuestados compartió el diagnóstico de que los españoles somos iguales ante la ley. Durante ese discurso el rey no aludió directamente a su yerno, pero sí hizo una serie de comentarios sobre la «ejemplaridad» debida de las instituciones públicas que los españoles interpretaron como referidos a Urdangarin. El 68 por ciento consideró que esas alusiones eran «adecuadas», frente a un 7,7 por ciento que opinó lo contrario.


      Más de un año después, en concreto el 13 de mayo de 2013 —tras conocerse que la Audiencia Provincial de Palma había enmendado la plana al juez Castro con su decisión de desimputar a la infanta—, otro sondeo similar de Sigma Dos para El Mundo reflejaba que el 89 por ciento de los españoles se mostraba convencido de que la justicia no estaba siendo igual para todos. Además, el 81 por ciento de los encuestados se mostró contrario a que se hubiera suspendido la imputación a doña Cristina.


      


      


      Balones fuera en Telecinco


      


      Plató de Telecinco. Carretera de Fuencarral a Alcobendas, número 4, en Madrid. Sábado 25 de febrero de 2012. Durante la noche.


      Sentada en la fila cero, entre el público, esperaba mi turno de intervención en El gran debate, emitido por la cadena Telecinco en horario de prime time los sábados por la noche. Acudí al programa para tratar el caso Nóos, acompañada por el jefe de seguridad de Manos Limpias, Fernando Martínez Dalmau, y por expreso deseo de Miguel Bernard, secretario general del sindicato, que meses antes contactó conmigo para proponerme que ejerciese la portavocía de su organización y las relaciones con la prensa. Tras una breve intervención inicial —en la que acusé a los tertulianos de Telecinco de echar balones fuera en la responsabilidad de la Corona ante el caso Urdangarin—, a las once y dos minutos el conductor del programa, Jordi González, se acercó a mí.


      —Permítame —me dijo—, Maria Antonia Iglesias quiere dirigirse a usted. No tiene inconveniente, ¿verdad?


      —Por supuesto —contesté.


      —María Antonia, adelante.


      —Me escandaliza que usted, que es abogada, no tenga la delicadeza de añadir «presuntamente» en todas sus afirmaciones —me dijo la periodista, otrora máxima responsable de los Servicios Informativos de Televisión Española en la última etapa de Felipe González como presidente del Gobierno.


      —He hablado de presunción de inocencia en todas mis intervenciones —le respondí.


      —Su objetivo —replicó con vehemencia— es tirar por elevación para que se impute a la infanta Cristina y después al rey. Porque usted pertenece a un sindicato de extrema derecha, como es Manos Limpias. Y usted sabe que la ultraderecha odia al rey desde el 23-F o antes. Porque el rey es un demócrata y ustedes no lo tragan. Le puedo dar nombres y apellidos.


      —Yo soy abogada y mi cliente es Manos Limpias. ¿Va a seguir usted desacreditando a mi cliente?


      —El sindicato Manos Limpias, aparte de la demagogia de representar los intereses de los dineros públicos, ¿por qué tira por elevación? ¿Hasta dónde quieren llegar ustedes y qué quieren ganar?


      —Le contesto brevemente. ¿Usted sabe lo que es una acusación popular?


      —Sí, claro.


      —Este procedimiento no lo ha empezado Manos Limpias. En este sumario están personados la Fiscalía, que acusa; la Abogacía del Estado, que acusa; y mi cliente Manos Limpias, que acusa. Dicho lo cual, su discurso de que este sindicato ha iniciado el procedimiento se cae por su propio peso.


      —Ustedes lo que quieren es tirar por elevación contra la infanta.


      —Vaya usted al Ministerio del Interior y consulte los Estatutos de Manos Limpias y verá que el objeto estatutario es ir contra la corrupción. ¿Qué ocurre? ¿Que como la corrupción puede salpicar a la monarquía, a la Casa del Rey, no tenemos que personarnos en este procedimiento?


      —Ustedes son agitadores profesionales y lo que digan los Estatutos me da igual.


      —Yo lo único que sé es que la infanta no es solo un ama de casa. No se dedica a hacer la comida y cuidar a los niños. Tiene una cualificación profesional importante y está preparada. Es la secretaria de una mercantil y la legislación exige una serie de condiciones a la secretaria de una mercantil, entre ellas redactar el acta de todos los acuerdos de la Junta Directiva, elevarla al notario y leerla en todos los Consejos. Si como ha dicho el señor Urdangarin, su mujer tenía un mero puesto nominativo en la sociedad, estaremos hablando de una testaferro, una mujer de paja…


      Me interrumpió el presentador para dar paso a un corte publicitario de cuatro minutos.


      El interés informativo de la presencia de Manos Limpias en aquel debate fue que días antes —en concreto el 14 de febrero—, el colectivo de funcionarios había presentado un escrito ante el Juzgado número 3 de Palma de Mallorca en el que solicitó al juez José Castro que llamase a declarar como imputada a la infanta al entender que presuntamente existían fundamentos indiciarios sólidos de ser conocedora directa y beneficiaria de las actividades delictivas de su marido, Ignacio Urdangarin. El juez pudo proceder a la imputación de oficio y el fiscal pudo solicitarla, pero ni el uno ni el otro estaban por la labor de dar el paso todavía. Conscientes de los desperfectos que ocasionarían a la Corona, decidieron ser cautelosos y esperar. Les preocupaban las consecuencias institucionales y temían que una instancia judicial superior revocase su decisión y les dejara en evidencia. La intención de Manos Limpias era forzar la situación para que el juez y el fiscal se pronunciasen al respecto. Si no lo hacían de oficio, que no lo iban a hacer, tendrían que hacerlo a petición de una de las partes.


      A la vuelta de la publicidad, se dirigió a mí otro de los tertulianos presentes en el debate, el periodista José María Carrascal.


      —Quiero contestar a Montse Suárez y replicar a lo que ha dicho de que echamos balones fuera y defendemos a la monarquía. En absoluto. Yo defiendo a la justicia. Si usted dice que está el fiscal que acusa, está el abogado del Estado que acusa, déjenlos ustedes y esperemos a que hable el juez. Eso es lo único que pido.


      —El juez ya está hablando.


      —Lo que echo en falta en España es una justicia no solo independiente de los partidos políticos, sino de la opinión pública. No creo que la monarquía se vaya a tambalear por el hecho de que uno de sus miembros sea imputado y condenado. Diría incluso más, conociendo como conozco al pueblo español con mis más de ochenta años, creo que la familia real saldría reforzada si uno de los miembros fuese condenado. Sería la mejor demostración de que la Corona sabe resistir esa prueba. Se habla de que hay ovejas negras en todas las familias y la familia real es una más de las que hay en España.


      —El éxito en este caso sería que todos fuéramos iguales ante la ley. Si el juez Castro valora en la infanta lo que otros magistrados han considerado para otras mujeres, como Isabel Pantoja, Maite Zaldívar o las esposas de los implicados en el caso Pretoria… Si realmente valora lo mismo aplicando la ley y el sentido común, tendremos a la infanta declarando como imputada.


      —Y no pasaría nada. No pasaría nada.


      Aquel sábado 25 de febrero de 2012 fue una jornada dura e intensa. La actualidad informativa tuvo su epicentro a primera hora de la mañana en los juzgados de Palma de Mallorca. La ciudad isleña vivió ese día una situación sin precedentes. Cuatrocientos periodistas acreditados de setenta medios de comunicación, doscientos manifestantes, ciento cincuenta policías desplegados en la zona y un imputado —Iñaki Urdangarin— que declaraba ante el juez Castro. Exactamente a las 8:49 horas de la mañana el duque de Palma llegó en coche hasta la puerta del juzgado. Fue en ese momento cuando el vehículo recibió varios impactos de huevo. Su abogado, Mario Pascual Vives, le esperaba desde unos minutos antes. Vestido con pantalón gris y americana azul marino, el duque de Palma recorrió a paso rápido los treinta y cinco metros que le separaban de la puerta del juzgado mientras a lo lejos se oían los gritos de algunas personas que aprovecharon su presencia y la de los numerosos medios de comunicación para escenificar sus protestas. Antes de entrar, Urdangarin se dirigió a los periodistas acreditados para defender su inocencia:


      —Buenos días a todos. Comparezco hoy para demostrar mi inocencia, mi honor, mi actividad profesional. Durante estos años he ejercido mis responsabilidades y he tomado decisiones de forma correcta y con total transparencia Mi intención en el día de hoy es aclarar la verdad de los hechos y estoy convencido de que la declaración de hoy contribuirá a demostrarlo. Muchísimas gracias a todos, muchísimas gracias por su atención.


      Tras sus breves palabras, el duque de Palma entró en los juzgados. Fuera, los dos centenares de manifestantes no pararon de mostrar su indignación. Era la primera vez en la historia de España que un miembro de la familia real acudía a una sede judicial a declarar como imputado.


      El retraso en la imputación de Urdangarin y la revelación de diligencias secretas —filtraciones a la prensa— fueron, durante aquellas semanas, notorias anomalías del proceso que, junto a errores propios, contribuyeron a un juicio paralelo demoledor para el esposo de la infanta Cristina, aprovechado por los pescadores en río revuelto para dañar la imagen de la Corona. Urdangarin, presionado o no por la Casa del Rey, fue consciente de esa situación y no eludió el trato con la prensa. Era necesario que corrigiera su pasada actitud escapista, con lo que solo consiguió añadir sospechas sobre su persona. En su declaración ante el juez Castro el yerno del rey se desvinculó por completo de la gestión de la entidad y dijo ignorar las irregularidades detectadas. Urdangarin vino a decir que él era solo una figura decorativa, que el administrador de las sociedades era Diego Torres y que, por lo tanto, no conocía cómo se gestionaban. Pero era sabido que fue Urdangarin quien actuó de gancho para conseguir fondos públicos, que sacó dinero de las sociedades a discreción y que, al menos en un caso, tuvo que saber a la fuerza que había ganado un concurso amañado, como fue el patrocinio de un equipo ciclista que se fraguó en el palacio de Marivent tras una partida de pádel. Además reconoció ante el juez que en marzo de 2006 la Casa del Rey le pidió que abandonara sus negocios con las administraciones públicas, al tiempo que descargaba de toda responsabilidad a la infanta Cristina, de la que dijo que su papel en las empresas investigadas era meramente testimonial.


      La sensación que flotaba en el ambiente durante aquel día era que la sentencia contra Urdangarin y su esposa ya había sido dictada tanto en la calle como en los platós de televisión. Una encuesta de Sigma Dos dada a conocer esa noche en El gran debate así lo atestiguaba. Según ese sondeo, el 64,1 por ciento de los españoles consideraba que la infanta Cristina debía ser imputada, ya que no era ajena a las presuntas irregularidades en los negocios de su marido. Solo el 15,4 por ciento de los encuestados sostenía que era inocente.


      A la mañana siguiente del debate en Telecinco, el domingo 26 de febrero, recibí llamadas de felicitación por parte del secretario general y el coordinador de Manos Limpias, Miguel Bernad y Pablo Cañete, respectivamente. Tan entusiasmados estaban con mi intervención que, aunque era domingo, incluyeron un vídeo resumen del programa en la página web oficial del sindicato.


      Más de un año después —en concreto, el 3 de abril de 2013—, el juez Castro aseguró en un auto que decidió imputar a la infanta Cristina antes de finalizar la instrucción, dado que, en caso contrario, habría dejado que «se perpetúe la incógnita» de su supuesta implicación en esa causa, lo que, en su opinión, sería un «cierre en falso en descrédito de la máxima de que la justicia es igual para todos y una clara contradicción a la práctica cotidiana de los juzgados y tribunales que en casos similares es muy escasamente probable que prescindieran del trámite». De ese modo el juez de Palma parafraseó al rey, sin citarlo, al emplear la misma frase que pronunció el monarca cuando se refirió al caso Urdangarin en su mensaje de Navidad de 2011.


      


      


      Represalias en el BBVA


      


      Sede social del Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, paseo de la Castellana, número 81 (Madrid). Lunes 27 de febrero de 2012. Al mediodía.


      La Torre del Banco de Bilbao es un edificio diseñado por el arquitecto español Sáenz de Oiza, ganador de un concurso restringido a una serie de profesionales prestigiosos para la construcción de la sede social de la entidad bancaria en el centro financiero de Azca, en Madrid. Construida entre los años 1978 y 1981, se trata de una torre de planta rectangular, de 107 metros de altura (treinta plantas) y un llamativo color ocre, cada vez más intenso, consecuencia de la oxidación del acero de su fachada.


      Fría como el acero me quedé yo con lo ocurrido aquel lunes 27 de febrero. Eran las 12 de la mañana aproximadamente, cuando subí en uno de los ocho ascensores de la planta baja dirección a la undécima del edificio, donde se encuentra la Asesoría Jurídica Contenciosa del BBVA, departamento de dicha entidad para el cual prestaba mis servicios profesionales como letrada externa desde 2005. El motivo de ir esa mañana a la torre, como coloquialmente se la llama, no obedecía a ninguna causa especial, sino a la regularidad con la que despachaba los asuntos ante mis inmediatos superiores. Especial sí lo fue, pero por otro motivo. Desde el inicio del trayecto hasta la undécima planta, los empleados de los distintos departamentos con los que me crucé me mostraban con sonrisas de complicidad la aceptación y acierto de mi intervención en El gran debate de dos días antes, sin duda se sentían representados en aquel programa televisivo que tantas fichas de mi vida laboral movería sin yo poderlo prever entonces. Ya arriba, los compañeros departimos sobre los pormenores del sábado anterior. Todos vieron la intervención. Todos menos uno: la persona que tan solo unas horas después tuvo que tomar la decisión irrevocable de resolver ipso facto mi contrato mercantil de colaboración jurídica externa con el BBVA «por órdenes de esas que no se fundamentan ni se cuestionan, sino simplemente se ejecutan», como me dijo siete horas después en la puerta de mi despacho profesional el jefe de la Asesoría Jurídica Contenciosa del banco, acompañado por una de las abogadas del departamento para suavizar el momento.


      El suave momento me fue adelantado a las siete de la tarde, mediante llamada telefónica a mi número de móvil por parte del alto ejecutivo del BBVA. La conversación telefónica fue corta pero precisa y, sobre todo, directa.


      —Montse, he recibido una llamada. Tengo que decirte algo muy delicado. El banco piensa que después de tu intervención del sábado en Telecinco, no es conveniente que sigas trabajando como letrada externa para el BBVA.


      —Pero, ¿qué he hecho yo?


      —¿A qué hora terminas de trabajar?


      —Estoy acabando un recurso… Por favor, dime que esto es una broma…


      —¿A qué hora puedo pasarme por tu despacho y lo hablamos?


      —Sobre las nueve, si te viene bien. Pero, por favor, dime qué está pasando, porque no lo entiendo.


      A las 21 horas bajé al portal del despacho. Mi cara un poema. Decidimos ir a tomar algo en una de las terrazas de la Plaza de la Independencia. Pedimos unos refrescos. Hacía bueno, pese a los rigores del mes de febrero. Allí, en una mesa al lado de una estufa de terraza, sobraban las palabras. Estaba todo sentenciado. Lo único que salía de mis labios era preguntarme qué iba a hacer a partir de entonces, al perder el único ingreso mensual fijo que tenía desde hacía cinco años. El mensaje que recibía de los dos compañeros era: «Saldrás de esta… Eres buena abogada». Transcurrían los minutos y nadie se atrevía a materializar el mal trance. Tras casi un cuarto de hora lleno de frases hechas y silencios incómodos, el jefe de la Asesoría Jurídica pidió a la abogada acompañante que le entregase uno documento que guardaba en su bolso. Me lo pasó y lo firmé. El escrito era la resolución por ambas partes del contrato de colaboración mercantil. «Sin nada mas que pedirse o exigirse las partes». Fría frase. Fría como el acero de la Torre del Banco de Bilbao.


      Durante meses le di vueltas a las consecuencias y los responsables de aquellas órdenes que «no se fundamentan ni se cuestionan, sino simplemente se ejecutan». No me podía quitar de la cabeza las buenas relaciones entre altos cargos del banco y las más altas instancias del país.

      





      

      

      
Capítulo I

      

      LOS MÉTODOS DE MANOS LIMPIAS


      


      


      


      


      Denuncia contra el juez Castro y el fiscal Horrach


      


      Juzgado de Instrucción número 3 de Palma de Mallorca. Vía Alemania, número 5-2. Martes 7 de febrero de 2012. Durante la mañana.


      Aquella iba a ser una semana clave en la instrucción judicial del caso Nóos, con el inicio de los interrogatorios a los imputados. Fijado el calendario de declaraciones, el sábado 11 de febrero les tocaba el turno a Diego Torres y su esposa. Cuatro días antes de esa cita en los juzgados de Palma, el magistrado José Castro firmó una providencia en la que acordó tener por parte en la causa al procurador Santiago Carrión Ferrer, en nombre y representación del sindicato Manos Limpias, asistido por la letrada Virginia López Negrete, en calidad de ejerciente de la acusación popular. Según pude comprobar in situ aquel día, la alegría en el colectivo de funcionarios era plena, ya que se había filtrado la noticia con anterioridad a la notificación de dicha providencia a las partes. Después de varios intentos frustrados, Manos Limpias iba a participar —por fin— en la instrucción del proceso (pieza separada número 25 del sumario Palma Arena) que comenzaría en breve en Palma de Mallorca, para delimitar las responsabilidades de Iñaki Urdangarin por sus presuntas actividades delictivas a través del Instituto Nóos. Y lo que era casi tan importante para un sindicato que solía tener por aquel tiempo las arcas vacías: el juez no exigía la prestación de fianza que por regla general se impone a todas las acusaciones populares que se personan en cualquier procedimiento y que, dada la trascendencia mediática del asunto, lo previsible era que se hubiera exigido como a cualquiera y además por importe nada nimio. Así las cosas, la suerte se ponía de cara y la personación del colectivo de funcionarios en la causa como acusación popular permitiría tener acceso a todas las diligencias judiciales que se practicasen a partir de entonces, entre ellas la declaración como imputado del propio Urdangarin, prevista para dieciocho días después, o la de su exsocio Diego Torres, ese mismo sábado.


      Manos Limpias es una organización peculiar. Fundada el 3 de abril de 1995 con el lema «Allí donde exista un delito, debe haber alguien capaz de denunciarlo» —la famosa cita del fiscal anticorrupción italiano Antonio di Pietro—, se define a sí misma unas veces como sindicato y otras como colectivo de funcionarios públicos. La verdad es que no es ni una cosa ni la otra. Se trata de una organización que dice luchar por «la defensa del orden constitucional de nuestro país frente a los movimientos separatistas que pretenden disgregarlo» y cuya actividad judicial se desarrolla a través de despachos de abogados que colaboran desinteresadamente. La etiqueta de ultraderecha le viene por el pasado de su secretario general, Miguel Bernad, un letrado del Ayuntamiento de Madrid que entró en política de la mano de Blas Piñar y que llegó a ser, entre 1985 y 1993, secretario general de Fuerza Nueva, aquel partido nostálgico del franquismo. El colectivo cuenta, según dicen sus dirigentes, con 5.800 afiliados que, a través de una cuota de sesenta euros anuales, financian —junto con donaciones de sus simpatizantes— a la organización de funcionarios.


      Otra de las peculiaridades del sindicato, según reflejan documentos en la Oficina de Depósito de Estatutos dependiente del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, es que desde 1995 y hasta la actualidad están depositadas solo dos actas del colectivo ampliando el objeto estatutario. Ninguna de ellas referida a las celebraciones de la Asamblea General que, con presencia de todos los afiliados del colectivo, debería celebrarse —según reza el artículo 17 de sus Estatutos— con carácter anual y cada cuatro años para renovación de cargos. Ha sido ahora, con ocasión de recabar la información para escribir esta obra, cuando he constatado que Miguel Bernad ha certificado en cada procedimiento penal que ostentaba el cargo de secretario general del sindicato, cuando el mismo no consta vigente por los trámites administrativos exigidos.


      Mi primer contacto con Manos Limpias tuvo lugar en primavera de 2011. Yo entonces era tertuliana de diversos programas de Intereconomía Televisión, como El gato al agua, Dando caña y Más se perdió en Cuba. Fue un día de marzo, al terminar mi asistencia al debate de este último espacio televisivo, cuando me entrevisté con Miguel Bernad y el director técnico y jefe de seguridad del colectivo, Fernando Martínez Dalmau. Tras elogiar mi trabajo como abogada y tertuliana en televisión, el secretario general del sindicato me propuso empezar a colaborar con ellos. Acepté y a los pocos días pusieron a mi disposición un fajo de tarjetas de visita en el que, bajo el logotipo de Manos Limpias, se podía leer: «Montserrat Suárez Abad. Directora de los Servicios Jurídicos. Letrada». Con acierto por mi parte, nunca hice uso ni privado ni público de las mismas, ya que dicho cargo no existe según los Estatutos de Manos Limpias, quedando limitada mi colaboración a letrada de determinados asuntos judiciales y portavoz en medios de comunicación.


      La actividad de Manos Limpias ha recibido numerosas críticas a lo largo de todos los años que lleva funcionando, precisamente por instrumentalizar políticamente los casos en los que se ha personado como acusación popular. A nadie se le escapa la importancia de la acusación popular en la defensa del principio de legalidad. Y en este punto hay que subrayar el papel esencial que ha ejercicio Manos Limpias en determinados casos de corrupción, en los que el Ministerio Fiscal tenía problemas para conseguir una condena justa y donde las pruebas del sumario no eran lo suficientemente contundentes para que el tribunal dictase una sentencia condenatoria contra los autores. Por eso no tuve problemas para aceptar a Manos Limpias como uno de mis clientes. Lo que se me escapaba en aquella época es que el verdadero objetivo del sindicato es alcanzar notoriedad con el fin de hacerse con los pingües beneficios que supone ejercer las acciones colectivas en representación de un número grande de afectados, como es el caso, entre otros, del asunto de las preferentes o la estafa de Forum y Afinsa.


      Desde que estalló el caso Urdangarin y precisamente por ese interés de notoriedad, el sindicato hizo todo lo que estuvo en su mano para entrar en el procedimiento que instruía el juez José Castro en Palma de Mallorca. Y no las tenía todas consigo de que fuera a lograrlo. En diciembre de 2010 había intentado cazar al representante del Ministerio Fiscal en el escándalo Nóos, Pedro Horrach, acusándole de un delito de fraude fiscal perpetrado diez años antes. Según un escrito remitido a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria —que reproducía una investigación periodística que el diario La Gaceta de los Negocios publicó días antes—, el colectivo de funcionarios denunció irregularidades cometidas por Horrach y su mujer, Ana Zacher, en la compra en el año 1999 de un sobreático de 217 metros cuadrados, rodeados de otros 318,96 de terrazas. En total, 536,96 metros cuadrados más una plaza de garaje ubicados en un edificio de la avenida de Picasso, en Palma de Mallorca, con jardín, piscina comunitaria y vistas a la bahía de Palma. Según la denuncia de Manos Limpias, lo escrituraron en el Registro de la Propiedad por 240.404,84 euros (unos 40 millones de pesetas). Sin embargo, el banco que otorgó al matrimonio la hipoteca de compra tasó el ático en 332.234,29 euros (55.279.135 pesetas). O lo que es lo mismo, la entidad bancaria valoró el ático 91.829,45 euros por encima del precio que Horrach declaró en documento público. Manos Limpias se hizo eco también de que en 1999 Pedro Horrach ocupaba una plaza como fiscal de tercera categoría en la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Baleares. De acuerdo con la legislación vigente su sueldo debía rondar los 1.202,02 euros. Su mujer, funcionaria del grupo A del Cuerpo Superior de Técnicos de Prisiones, percibía un salario de 949,75 euros, sin contar con los complementos. En 2006, siempre según la información de La Gaceta recogida por Manos Limpias, el fiscal anticorrupción y su esposa adquirieron otra propiedad, esta vez un chalé de 118 metros cuadrados levantado en una parcela de 395, localizado también en la isla, en la urbanización Son Bauló, en Can Picafort, a cuatrocientos metros de la costa. El matrimonio le otorgó un valor en escritura pública de 180.000 euros. El mismo día el BBVA le concedió una hipoteca por el cien por cien del precio. De nuevo la entidad bancaria estableció su valor en 313.000 euros, casi el doble del precio que hizo constar el matrimonio en el registro. Sus sueldos, eso sí, eran algo superiores a los que percibían cuando compraron el ático: el de Horrach, ascendido en la carrera fiscal, rondaba los 4.000 euros. Su mujer, nombrada jefe del Servicio de Juego de la Consejería de Interior del gobierno balear, percibía en torno a los 1.800 euros, según la Confederación Española de Organizaciones de Empresarios del Juego del Bingo. Por segunda vez en seis años, al tributar conforme a lo consignado en documento público, el fiscal anticorrupción pudo dejar de pagar a Hacienda 8.006 euros, según el periódico de Intereconomía. En total, el matrimonio se ahorró en impuestos 28.153 euros (4.684.265 pesetas) en los pagos por ambos inmuebles. En abril de 2009 el fiscal vendió el chalé. Conforme a lo aportado al registro, la transacción se cerró por 300.000 euros. Un precio muy bajo si se tiene en cuenta que el Deutsche Bank, concesionario de otra hipoteca a los nuevos compradores, tasó el inmueble en 434.439 euros. En 2010, aún sin recuperarse el mercado inmobiliario, viviendas similares situadas en Can Picafort se vendieron por 600.000 euros, según los cálculos de La Gaceta.


      Para su denuncia, Manos Limpias adjuntó como pruebas las notas registrales del ático y el chalet y de la tasación bancaria, que posiblemente les pasaron los redactores del periódico que por aquella fechas dirigía Carlos Dávila. Con ello el sindicato denunció que los hechos eran constitutivos de una infracción tributaria muy grave, dada la cuantía de lo presuntamente defraudado. Además el colectivo de funcionarios envió otro escrito, esta vez a la Fiscalía General del Estado, en el que denunció a Horrach por negociar la compra de un hotel, cuyo precio estaba fijado en 570.000 dólares, en la península de Los Santos de Panamá; y la adquisición de una fábrica de alimentos en el distrito comercial Ramos Mejía de la ciudad de Buenos Aires, con un precio de 69.000 dólares. Lo más grave del asunto, según Manos Limpias, fue que la tramitación para la compra de ambos negocios se efectuó utilizando el IP (dirección desde la que opera un ordenador) del Ministerio de Justicia. Como prueba de lo dicho se adjuntaron los correos electrónicos procedentes del ordenador del denunciado. «Es evidente y manifiesto —señaló el sindicato en su escrito de denuncia— que la dignidad del Ministerio Público ha quedado en entredicho. Los máximos garantes del Estado de Derecho para la defensa de la legalidad y del interés público general han producido un escándalo público en la persona del denunciado. En un momento en que la sociedad está escandalizada por actuaciones, que día a día surgen a la luz pública, de casos de corrupción política, el que ahora un miembro destacado del Ministerio Público se vea inmerso en un comportamiento presuntamente irregular e ilegal, debe tener por parte de su máximo superior jerárquico (el fiscal general del Estado) una respuesta inmediata y ejemplarizante, en el sentido de que todos los ciudadanos con independencia de su cargo y categoría somos iguales ante la ley. Además, en este caso se da la circunstancia de que el denunciado ha actuado de acusación del Ministerio Público en uno de los mayores escándalos de corrupción en las Islas Baleares». El colectivo de funcionarios se refería al caso Palma Arena, matriz del escándalo Nóos. En virtud de todo ello, el sindicato pidió al fiscal general del Estado que admitiese la denuncia y abriera el correspondiente expediente disciplinario y sancionador. A comienzos de aquel año 2010 el nombre de Horrach, junto al del también fiscal Joan Carrau, adquirió notoriedad mediática por su participación en el caso Palma Arena y su celo profesional en torno a Jaume Matas, para el que solicitó tres millones de euros de fianza carcelaria, que el expresidente balear debía conseguir en veinticuatro horas si quería evitar el ingreso en prisión preventiva. El objetivo de Intereconomía y Manos Limpias era sacar al fiscal Pedro Horrach de la instrucción del sumario del Palma Arena.


      El diario El País hacía hincapié a principios de abril de 2013 en que «la familia paterna de Horrach es rica: tiene y gestiona hoteles en Mallorca y en otras zonas del sur de Europa». «Sus padres —añadió— estarían más tranquilos si el incisivo fiscal se dedicara a los negocios familiares. Sobre todo habrían evitado invectivas de clanes mafiosos políticos de Mallorca a los que Pedro Horrach investigó y acusó en otras causas en el pasado». ¿Qué sentido tenía entonces sacar a relucir el sueldo del fiscal y su mujer como hicieron Intereconomía y el sindicato de Miguel Bernad en sus denuncias de fraude fiscal? La verdad es que ninguno.


      Un mes después del primer ataque de Manos Limpias contra Horrach, el sindicato volvió a la carga. El 7 de enero de 2011 se lanzó a desprestigiar a Juan Carrau, fiscal jefe Anticorrupción de Baleares; Adrián Salazar, fiscal Antidroga de Baleares; y el juez José Castro. De nuevo utilizó una investigación periodística que el diario La Gaceta publicó la víspera para denunciar a los tres citados ante la Agencia Estatal Administrativa Tributaria por presunto delito de fraude a la Hacienda Pública. Según el periódico de Intereconomía, Adrián Salazar declaró un chalé y su parcela en la urbanización Nova Santa Ponsa de Calviá (Mallorca) en 500.000 euros cuando un banco lo tasó, a efectos de concesión de hipoteca, en 1.436.000 euros. Por su parte, Juan Carrau fue denunciado por escriturar un sobreático con un coste de 54.000 euros cuando había sido valorado en 117.500 euros. Por último, José Castro escrituró su vivienda y un solar del barrio de El Molar (Mallorca) por 163.625 euros. Un año después el banco cifró dicha propiedad en 329.007 euros. Para Manos Limpias, y a tenor de lo preceptuado en el artículo 184 de la Ley General Tributaria, hubo una infracción de ocultación de datos con importes falsos. Según los artículos 191, 192 y 200 de la misma norma, se trata de infracciones muy graves, dada la cuantía de lo presuntamente defraudado. El sindicato de Bernad también presentó denuncia ante la Fiscalía General del Estado contra Juan Carrau y Adrián Salazar por los presuntos delitos de fraude a la Hacienda Pública y falsedad documental y por falta administrativa muy grave al haber incurrido, según Manos Limpias, en una conducta irregular que compromete la dignidad de la función fiscal.


      Los escritos de Manos Limpias fueron archivados meses después sin que comportasen reproche penal alguno para los denunciados. Mallorca entera y las islas cercanas sospecharon que todo había sido una estratagema para quitar de en medio al juez y los fiscales de Palma encargados de aclarar el caso Palma Arena. Pocos meses después —en concreto el 8 de noviembre de 2011—, estalló en los medios de comunicación el caso Urdangarin. Ese día Horrach dirigió el registro en las oficinas de la red de sociedades vinculadas al Instituto Nóos de Barcelona. La policía también rastreó el domicilio de Diego Torres y recogió en las sedes de la Consejería de Presidencia de la Generalitat Valenciana y de la Ciudad de las Artes y las Ciencias documentación sobre los contratos firmados con el Instituto Nóos. Según reflejó el juez en su auto filtrado a la prensa, Anticorrupción investigaba al duque de Palma y a Torres por supuestos delitos de falsedad documental, prevaricación, fraude a la administración y malversación de caudales públicos en dos convenios suscritos en 2005 y 2006 entre el govern balear, presidido entonces por Jaume Matas, y el Instituto Nóos por un valor de 2,3 millones de euros.


      Obviando sus querellas anteriores contra el juez y los fiscales, Manos Limpias se volcó para entrar como fuese en la instrucción del caso Nóos. La primera actuación del sindicato fue dirigir una carta —firmada por Miguel Bernad— al presidente de Telefónica, César Alierta, solicitando que suspendiera cautelarmente del cargo de consejero a Iñaki Urdangarin en aras «a que el escándalo de corrupción en el que está presuntamente implicado el yerno del rey ha tenido una repercusión social de tal magnitud que puede lesionar la imagen de la compañía». Bernad apeló a los estatutos y reglamento de Telefónica, según los cuales los miembros del Consejo de Administración deben tener «un comportamiento y una conducta intachable». La segunda actuación, pocos días después, consistió en intentar que al duque de Palma le retirasen el pasaporte diplomático del que disponía al amparo del real decreto 1123/2008, de 4 de julio, por ser cónyuge de un miembro de la familia real. Según ese real decreto, el pasaporte diplomático es un documento especial de viaje expedido para facilitar a sus titulares el ejercicio de la acción exterior del Estado. Son titulares directos del derecho a poseer pasaporte diplomático el rey y la familia real. La concesión del pasaporte diplomático incluye siempre al cónyuge. En un escrito remitido al Ministerio de Asuntos Exteriores, Manos Limpias reclamó la retirada del pasaporte por el hecho de que «se ha producido un uso indebido, un abuso e, incluso, una utilización para fines ilícitos».


      Lo que más polémica levantó fue el intento de Manos Limpias de arrebatar la instrucción del caso Nóos al juez Castro y al fiscal Horrach para llevarla a la Audiencia Nacional, al igual que pretendió hacer Jaume Matas con la causa sobre el Palma Arena. El sindicato se dirigió al Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional que por turno correspondiera «por ser el competente para la instrucción de los presuntos delitos al haberse producido los hechos en varias comunidades autónomas y al haberse evadido presuntamente capital a paraísos fiscales, todo ello a tenor de lo preceptuado en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Poder Judicial». En el escrito presentado en la Audiencia Nacional, Manos Limpias argumentó que la sociedad española ha tenido conocimiento de una notitia criminis, que ha causado un enorme estado de alarma social y que «ha lesionado la imagen de la Jefatura del Estado en la figura de la institución monárquica, así como una grave lesión para las arcas de la administración pública». «Nos referimos —se señalaba en la denuncia— al escándalo punitivo protagonizado por Ignacio Urdangarin Liebaert y su socio Diego Torres Pérez y Miguel Tejeiro Losada, como contable y secretario del entramado de las sociedades mercantiles. De la operación conocida como Operación Palma Arena y que se instruye en el Juzgado de Instrucción número 3 de Palma de Mallorca, se ha formalizado una pieza separada, denominada Operación Babel. La base de la querella se fundamenta en la obtención de subvenciones públicas a la ONG Instituto Nóos, fundada en el año 1999, y a la Fundación Deporte, Cultura e Integración Social, y que posteriormente eran desviadas a sociedades mercantiles patrimoniales de los querellados, con evidente fraude. Utilizaban Nóos y la Fundación Deporte, Cultura e Integración Social, y su posicionamiento dentro de la institución monárquica, para conseguir las referidas subvenciones públicas con evidente favoritismo, tráfico de influencias y estafa. Se evaden fondos a paraísos fiscales, tales como Belice, Luxemburgo y Reino Unido, lo cual incide en un delito de evasión de capitales. Urdangarin pedía a empresas privadas un canon anual con una cantidad fija con el fin de lograr una cartera de clientela asociada permanente». El sindicato se limitó a reproducir lo que hasta entonces había publicado la prensa mediante filtraciones del sumario que se instruía en Palma de Mallorca para concluir que los hechos descritos constituyen delitos de estafa, tráfico de influencias, falsedad, delito contra la Hacienda Publica y seguridad social, evasión de capital a paraísos fiscales, delito societario, apropiación indebida, defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas y administración desleal.


      Eduardo Inda y Esteban Urreiztieta relatan en su obra Urdangarin. Un conseguidor en la corte del rey Juan Carlos (publicado por La Esfera de los Libros en 2012) que el duque de Palma se mostraba satisfecho con la denuncia contra él. «“El recurso de Manos Limpias está muy bien fundamentado y lo van a aceptar”, se sonreía Urdangarin, que vislumbraba, por fin, la luz al final del túnel y dejaba entrever su complicidad con esa organización, a la que presentaba falsamente como un submarino introducido por él en el procedimiento. El duque estaba seguro de que la Casa Real movería los recursos adecuados y de que el juez Moreno asumiría las competencias y aparcaría el asunto. Su íntima convicción era la de que La Zarzuela no iba a permitir que el caso llegase a mayores. Un íntimo amigo suyo desvelaba entonces que el marido de la infanta Cristina estaba “muy tranquilo” porque sabía que aparecería “un ángel salvador” que le libraría de aquel embrollo y que este procedería de la Casa Real. Pasaron los días y las semanas, y Castro y Horrach, como era lógico, se opusieron a perder aquel asunto, hasta que se acabó pronunciando la Audiencia Nacional», narran Inda y Urreiztieta en su libro.


      En efecto, el 20 de enero de 2010 el juez de la Audiencia Nacional Ismael Moreno se cargó de un plumazo la pretensión de Manos Limpias de apartar al juez y al fiscal de Palma. El magistrado archivó la querella contra el duque de Palma al reiterar que no era el competente para investigar los hechos. El tirón de orejas del juez al sindicato de funcionarios fue grande. Moreno sostuvo en su auto que los hechos denunciados por Manos Limpias ya fueron objeto de instrucción en su mismo juzgado cuando tramitó la petición del expresidente del gobierno autonómico de Baleares, Jaume Matas, para que la Audiencia Nacional asumiera la competencia, y que desestimó quince días antes. Además, según Moreno, no constan datos suficientes como para concluir que el caso afectara a una «generalidad de personas». De hecho, reprodujo la misma resolución del 5 de enero, si bien hizo referencia a otros argumentos mencionados por Manos Limpias relativos a un convenio firmado con el Ayuntamiento de Madrid y a los pagos que supuestamente hizo Nóos a la Sociedad General de Autores, entre 2005 y 2008, por un importe total de 401.843,32 euros. «En modo alguno puede admitirse que varios órganos judiciales conozcan de unos mismos hechos», ya que ante el primer caso —el del Consistorio de la capital— recordó al sindicato que ya lo denunció en los juzgados de instrucción de Madrid y, ante el segundo, que la Audiencia Nacional ya investiga las actividades «presuntamente delictivas de los órganos de dirección» de la SGAE.


      En cuanto a las actividades del Instituto Nóos, el juez de la Audiencia Nacional precisó que es objeto de instrucción en la pieza separada del caso Palma Arena y ya se investiga en el Juzgado de Instrucción número 3 de Palma. Como ya hiciera en el auto en el que desestimó la solicitud de la defensa de Matas, Ismael Moreno calificó de obvio que unas «defraudaciones de las características aquí investigadas —Anticorrupción sostenía entonces que Urdangarin y su socio Torres obtuvieron de Nóos unos ingresos de 5,8 millones de euros— NO TIENEN LA ENTIDAD Y SIGNIFICACIÓN SUFICIENTE —el propio juez lo escribió en mayúsculas en el auto— para conmover la seguridad del tráfico mercantil». Destacó también que la cifra presuntamente defraudada no es «significativa, impactante o de enorme envergadura» como para afectar a la economía nacional. También rechazó el supuesto de que la Audiencia Nacional era la adecuada para asumir la competencia. Y, pese a que los hechos afectan a varios perjudicados en más de una audiencia —el supuesto desvío de dinero público se produjo en Baleares y en la Comunidad Valenciana, ya que sus gobiernos firmaron convenios con el organismo investigado—, «no constan mínimamente acreditados datos suficientes como para poder llegar a la conclusión» de que este caso afecta a una generalidad de personas.


      Así las cosas —con la negativa de Telefónica a suspender cautelarmente del cargo de consejero a Iñaki Urdangarin, el no del Ministerio de Asuntos Exteriores a retirarle el pasaporte diplomático, el fracaso en su intento de llevar el caso Nóos a la Audiencia Nacional, el auto del juez Moreno (que era un auténtico varapalo a las argumentaciones jurídicas del sindicato)—, la decisión de aceptar a Manos Limpias como acusación popular en el procedimiento que se instruye en Palma de Mallorca por parte del magistrado José Castro, al que habían intentado apartar de la operación Palma Arena con una denuncia por fraude a Hacienda, fue acogida por el colectivo que dirige Miguel Bernad con una alegría desbordada.


      Y encima se personaban sin tener que abonar fianza, requisito este que, como ya se ha adelantado, exige la generalidad de los jueces cuando cualquier persona o entidad ejercita la acusación popular en un proceso de su competencia. Por si las moscas y ante la posibilidad de que la Audiencia Nacional aceptase su querella contra Urdangarin, los letrados del sindicato se encargaron de recopilar jurisprudencia para argumentar que no «procede fijar fianza cuando el procedimiento se ha iniciado, como es el caso que nos ocupa, donde el Juzgado de Instrucción número 3 de Palma de Mallorca y la Fiscalía Anticorrupción están ya personados en la denominada pieza separada de la denominada Operación Babel». La carambola se dio por la concatenación de los hechos relatados.


      


      


      Presiones de la Casa del Rey


      


      Sede de Manos Limpias. Calle de Ferraz, número 13, 1º-B, en Madrid. Martes 14 de febrero de 2012. Al final de la tarde.


      Miguel Bernad, secretario general del sindicato de funcionarios, dio por finalizada la lectura del escrito que tenía entre las manos. Sabía que aquel documento iba a ser un punto de inflexión en la instrucción del caso Nóos y, por supuesto, se convertiría en portada de todos los periódicos cuando se diese a conocer. El documento empezaba así: «Al Juzgado de Instrucción nº 3 de Palma de Mallorca. Don Santiago Carrión Ferrer, procurador de los Juzgados y Tribunales, en nombre y representación del sindicato de colectivo público Manos Limpias, conforme tengo acreditado en el procedimiento de Diligencias Previas número 2677/08, en la pieza separada número 25 que ante ese juzgado se sigue, ante el mismo comparezco, y como mejor proceda en derecho, respetuosamente, digo: Que después de un análisis exhaustivo de todos los tomos y documentación anexa que hasta el día conforman la pieza separada número 25, en las diligencias anteriormente referenciadas de los informes de la AEAT, de la Brigada de Delitos Económicos y Fiscales (UDEF), de la Unidad de Delincuencia Económico Fiscal y de la Brigada de Blanqueo de Capitales, junto con las declaraciones de todos los que hasta el momento han depuesto en la causa, tanto en vía policial como judicial, entendemos que ha quedado más que acreditado de la tan prolija documentación no puede otra cosa que desprenderse la presunta implicación en varios de los hechos enjuiciados en calidad de presunta cooperadora necesaria, presunta cómplice y presunta encubridora de doña Cristina de Borbón y Grecia». La bomba informativa quedaba ahí escrita. «Manos Limpias pide la imputación de la infanta» era el titular.


      Para el sindicato las diligencias practicadas pusieron de manifiesto que la infanta manejó abiertamente dinero procedente de las sociedades mercantiles defraudadoras, así como la existencia de la caja única de la unidad familiar, donde obviamente se ingresaban recursos económicos provenientes de las empresas mercantiles que se utilizaban en la trama. Un dinero que, según el sindicato de funcionarios, se invirtió presuntamente en arreglos particulares de su vivienda en Pedralbes. «Doña Cristina de Borbón y Grecia es mayor de edad, titulada superior, concretamente licenciada en Ciencias Políticas, donde como es sabido se estudian asignaturas de Derecho, y no puede alegar desconocimiento o falta de formación. En las tarjetas de visita, exhibidas por el imputado Ignacio Urdangarin para facilitar el acceso, en condiciones de privilegio, figuraba el nombre de la infanta juntamente con el nombre del secretario de las infantas, Carlos García Revenga. La intermediación del asesor externo de la Casa Real, José Manuel Romero, para paralizar y alertar de las actividades delictivas del imputado Ignacio Urdangarin, era igualmente conocida por la infanta. El traslado a Washington del imputado Ignacio Urdangarin y doña Cristina de Borbón con la cobertura del empleo en Telefónica de España en calidad de consejero, no viene sino a constatar que las actividades delictivas implicaban a ambos. Incluso hasta en la contratación fraudulenta del servicio doméstico existía una complicidad y una cooperación necesaria entre el imputado Ignacio Urdangarin y doña Cristina de Borbón», detalló el colectivo anticorrupción que dirige Miguel Bernad para dejar claro que la infanta estaba metida de lleno en el escándalo del Instituto Nóos.


      Además el sindicato hacía mención al artículo 14 de la Constitución —«Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión u opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social»— para argumentar que dicho precepto «debe tener su máximo exponente y reflejarse en la imputación a un miembro de la familia real, si de los hechos analizados se constata ha podido participar en los hechos presuntamente delictivos de su consorte, el imputado Ignacio Urdangarin». Como colofón, Manos Limpias se hacía eco del discurso del jefe del Estado a todos los españoles el 24 de diciembre de 2011: «Cualquier actuación censurable deberá ser juzgada y sancionada. La ley es igual para todos». El escrito termina con la firma del procurador mencionado y de la abogada Virginia López Negrete.


      Llegados a este punto hay que desvelar, como detalle curioso, un correo electrónico enviado por López Negrete al entonces coordinador general de Manos Limpias, Pablo Cañete, en el que la abogada muestra su disconformidad con el escrito que acababa de firmar. El e-mail dice así: «Buenas tardes, Pablo. Siguiendo vuestras instrucciones […]. Adjunto te remito el escrito sellado de esta mañana. Como te comenté, en contra de mi opinión jurídica y la de todos los medios de comunicación con los que he sondeado este tema […]. Quedo a la espera de tu llamada prometida esta mañana. Un saludo. Virginia López Negrete». ¿Desde cuándo una acusación popular sondea entre periodistas los pasos a seguir en el procedimiento judicial en el que está personada? El correo electrónico que reproduzco me fue facilitado por el propio Pablo Cañete, quien, además, me autorizó a su difusión.


      Me consta que Miguel Bernad no estaba del todo satisfecho con el trabajo de López Negrete y así nos lo hizo saber tanto a mí como al resto de abogados colaboradores y cargos del sindicato. El motivo fundamental era que Virginia López Negrete recibió instrucciones concretas que incluso le fueron entregadas por escrito: debía formular a Urdangarin las veintiún preguntas que le habían sido redactadas para que aquel las contestara en su declaración como imputado del día 25 de febrero de 2012; y tras el término de su declaración, según turno de las partes, debía solicitar medidas cautelares contra él, entre ellas la retirada del pasaporte diplomático. Nada de ello hizo. Es más, el secretario general de Manos Limpias propuso que, a partir de ese momento, fuera yo quien llevase la representación del sindicato en la causa que se instruía en Palma. Rechacé la oferta por dos motivos: el primero, porque había firmado un recurso de reforma como abogada del entonces imputado y posterior testigo Antonio Ballabriga (lo hice antes de que Manos Limpias estuviera personada en la causa) y, aunque había cedido la venia a su abogado en la causa, José Zaforteza, el 9 de febrero de 2012, por exceso de celo, no quería que ese hecho pudiera interpretarse como un posible conflicto de intereses; y el segundo, porque mantenía la esperanza de recuperar mi puesto de letrada externa en el BBVA. No obstante, hice saber a Bernad mi disposición a representar al colectivo de funcionarios en todos aquellos debates en medios de comunicación que quisieran contar con mi presencia, algo que el número uno de Manos Limpias aceptó.


      Desde mi conocimiento a distancia de la instrucción del caso Nóos que se sigue en Palma, también me consta que no es cierta la afirmación que Inda y Urreiztieta hacen en su libro de que el escrito de Manos Limpias sobre la petición para imputar a la infanta podría deberse a que el sindicato fue un «submarino» de Iñaki Urdangarin. Cuentan los dos periodistas de El Mundo que «frente a quienes, desde el seno de la organización, justificaban el paso [de presentar el escrito sobre la imputación de doña Cristina] en aras de que se hiciera justicia, el entorno de Urdangarin llegó a especular con que la decisión de Manos Limpias estaba impulsada por el duque». Y continuaba: «Como si consiguiendo involucrar a su mujer en el procedimiento se garantizase la implicación de la Casa Real en la solución», sostienen Inda y Urreiztieta en Urdangarin, un conseguidor en la corte del rey Juan Carlos.


      También me consta que la Casa del Rey estaba ya involucrada al máximo en el asunto. Es más, cabe destacar la celebración de dos comidas que tuvieron lugar en Madrid a petición de emisarios de La Zarzuela, en las que estos pidieron reiteradamente a los representantes de Manos Limpias que retiraran el escrito de imputación de la infanta. La primera de esas comidas tuvo lugar en un restaurante en la sierra y asistieron, por un lado, Miguel Bernad y Fernando Martínez Dalmau, en representación de Manos Limpias, y por otro el juez decano de Madrid, José Luis González Armengol, el jefe de seguridad de los Juzgados de Plaza de Castilla y su segundo (estos dos no como escoltas, sino como comensales). Después de unos preliminares intrascendentes, Armengol planteó durante el almuerzo la posibilidad de que el sindicato valorase la posibilidad de retirar el escrito de imputación. «Vosotros sabéis como abogados —la verdad es que ninguno de los dos lo es en ejercicio— que se tendría que probar económicamente la relación directa entre Iñaki Urdangarin, el Instituto Nóos y la mercantil Aizoon. Además hay que pedir algún informe de IRPF y de Hacienda. No solo hay que decir las cosas. Hay que probarlas», vino a decir Armengol en aquella comida, que se desarrolló en un tono cordial. El juez decano se interesó por saber quién daba a conocer la estrategia del sindicato a los medios de comunicación y los altos cargos de Manos Limpias dieron mi nombre. En este punto Armengol avisó —siempre en un tono de cordialidad— que había que tener cuidado con lo que se decía a la prensa, al tiempo que reiteraba el mensaje de que no vale solo con lanzar acusaciones y que estas deben ser acompañadas de pruebas.


      Bernad hizo hincapié en que se había pedido un informe a la Agencia Española de la Administración Tributaria y se comprometió a revisar ese documento «con mucho cuidado». Llegados a este punto de la conversación, los representantes de Manos Limpias hicieron saber al juez decano de Madrid que se habían producido represalias tras la iniciativa del sindicato de pedir la imputación de doña Cristina. Armengol se interesó por el asunto y los altos cargos del sindicato le relataron que una colaboradora —en referencia a mí— había perdido su puesto de letrada externa del BBVA por unas declaraciones en un debate en televisión. Como dato anecdótico, cabe decir que el jefe de seguridad de Plaza de Castilla llegó a ofrecer a los dirigentes de Manos Limpias que si estaban interesados en algún sumario de los que se tramitan en el juzgado, él podía conseguirlo. Bernad y Dalmau rechazaron cortésmente la oferta.


      A los pocos días tuvo lugar la segunda comida. José Manuel Romero Moreno, conde de Fontao y marqués de San Saturnino, fue quien invitó a comer a los dos representantes del colectivo de funcionarios. Durante el almuerzo —no tan cordial como el anterior— el abogado personal del rey desde el año 1993 pidió a Bernad y Dalmau que se abstuvieran de reclamar tanto la imputación de la infanta como la de él. Además trató de convencerles de que el caso Nóos era una cuestión de negocios entre Iñaki Urdangarin y Diego Torres, los cuales no tenían nada que ver ni con doña Cristina ni con él. También hizo hincapié en que esos negocios podrían conllevar una irregularidad económica, pero nunca un delito. Bernad replicó que Manos Limpias tenía muy claro el asunto: se debía pedir perdón públicamente y devolver hasta el último euro defraudado. Asimismo el secretario general del sindicato recordó que una persona —en referencia a mí— había perdido su puesto de trabajo, a lo que el conde de Fontao respondió no saber nada de la cuestión. «De todas formas tomo nota de eso y, por favor, mayor discreción en la prensa», vino a decir el abogado del rey. La comida terminó ahí. Antes de la despedida el conde de Fontao dejó abierta la posibilidad de que otro almuerzo similar pudiera tener lugar en fechas posteriores.


      Pocos días después de aquella comida, la periodista Paloma Barrientos desveló en un programa de televisión la posibilidad de que Manos Limpias estuviera sufriendo algún tipo de presión. Ahí quedó la cosa y no se registraron más almuerzos con el conde de Fontao. Lo que sí hubo fueron varias conversaciones telefónicas. Las primeras de esas llamadas fueron un tanto conciliadoras, no así la última de ellas, en la que el letrado externo de la Casa del Rey dijo que no accedía ni mucho menos a lo solicitado por Manos Limpias, que no entendía ni siquiera los argumentos del sindicato, que los representantes del colectivo estaban absolutamente equivocados y que la cuestión podría darse la vuelta y volverse en su contra. Aquella fue la última conversación telefónica entre emisarios de la Casa del Rey y los representantes de Manos Limpias. No hubo más llamadas


      Unas semanas después tanto la sede del colectivo de funcionarios, en la calle de Ferraz, como mi propio despacho profesional fueron visitados por inspectores para realizar sendas inspecciones laborales. Al mismo tiempo el diario El País publicó el 12 de marzo de 2012 que el secretario general de Manos Limpias había sido imputado en el Juzgado de Instrucción número 3 de Madrid tras una investigación por estafa y coacción. La causa había derivado de una querella presentada por el constructor Manuel Núñez, condenado en el denominado caso Totana. La acusación que realizó el constructor contra Bernad fue la siguiente: «Se puede constatar la contratación del sindicato Manos Limpias a fin de que presionase a mi representado para que pagase el dinero que de forma fraudulenta pretendía el querellado [Emiliano Ovide, presunto comisionista]. Aportamos las escuchas telefónicas transcritas por la Guardia Civil, que no tienen desperdicio y es evidente la comisión de los delitos que ahora denunciamos». Núñez sostuvo que Ovide, que afloró en la investigación judicial como intermediario en la captación de comisiones pero no fue llevado a juicio, le manifestó que «se podía hacer un convenio urbanístico con el Ayuntamiento de Totana, pero para ello era preciso pagarle al alcalde y a políticos de la Comunidad de Murcia un dinero». En las grabaciones se pudo oír la siguiente conversación:


      Ovide: Se va a ir el tío [Morales] con una cantidad de quince a dieciocho millones de euros para Brasil, así que imagínate.


      Bernad: ¡Puag! Pues en todo caso le preparamos la denuncia, que la firma el sindicato.


      Ovide: Ya vemos la estrategia que conviene para paralizar su actuación o para que negocie, lo que sea [...]. Es una gestión que yo he hecho allí con Inmonuar [firma de Núñez], que es un pelotazo, que ha hecho una opción de compra por dos millones que al aprobarse el plan tras venderlo genera una plusvalía de trescientos millones.


      Bernad: Pues nos metemos a fondo con ello si tú le puedes sacar lo que sea o negociar...


      Según El País Bernad llegó a plantear por teléfono enviar una carta al Ayuntamiento de Totana para «ponerles nerviosos».


      Como un aviso para navegantes, el sindicato Manos Limpias respondió al ataque del periódico de Prisa filtrando a La Gaceta parte de las conversaciones que mantenía con los emisarios de Zarzuela. El diario de Intereconomía se encargó de denunciar —el 19 de marzo de 2012— que el colectivo de Miguel Bernad estaba recibiendo presiones. «La Casa del Rey ha reclamado a Manos Limpias que retire su acusación contra Iñaki Urdangarin, imputado por varios presuntos delitos contra la Hacienda Pública, blanqueo de capitales, malversación de caudales públicos, falsedad documental, entre otros, por la gestión de Nóos y la creación de un entramado de empresas satélite como la Fundación Deporte Cultura e Integración Social», denunció La Gaceta citando fuentes jurídicas. Según ese periódico, «Zarzuela ha utilizado una vía indirecta para dirigirse a la acusación popular con el fin de que renuncie a su personación en el Juzgado de Instrucción de Palma de Mallorca», en referencia velada al conde de Fontao. «Y es que el colectivo de funcionarios públicos —prosiguió La Gaceta— considera que está sufriendo una fuerte campaña de desprestigio desde que está ejerciendo la acusación en este asunto. Todo un envite para apartar a una acusación independiente que puede ser incómoda para los intereses de un miembro de la familia real. Este periódico se puso ayer en contacto con los Servicios de Prensa de Zarzuela y señalaron, como es habitual en estos casos, que ni confirman ni desmienten. Es más, concretamente afirmaron: “La Casa del Rey no tiene nada que declarar en este asunto”. De lo que no cabe la menor duda es de las más que probables presiones que se están produciendo en este asunto mediático. La acusación popular también pidió al juez Castro que citara como imputada a la infanta Cristina al haber indicios suficientes de que participara como encubridora o cooperadora necesaria de los beneficios de las actividades procedentes del Instituto Nóos. Por si fuera poco, hace unos días el mismo sindicato presentó un escrito en el juzgado por el que pedía que se citaran como testigos al secretario de las infantas, Carlos García Revenga; a la secretaria del duque de Palma, Julita Cuquerella, y al conde de Fontao, para arrojar luz en este turbio asunto. En este punto el juez solamente accedió a citar a Cuquerella».


      Manos Limpias quería saber cuál fue el papel exacto del asesor externo de la Casa Real desde 1993 y las instrucciones exactas que transmitió al duque de Palma, según reflejó en el escrito que presentó ante el juzgado de José Castro el 5 de marzo de 2012. Por último La Gaceta se hizo eco de la información de El País publicada días antes. «La campaña de desprestigio hacia Manos Limpias —subrayó el diario de Intereconomía— ha podido comenzar ya. La semana pasada el diario El País publicaba en una misma página una noticia sobre Urdangarin vinculada a otra información titulada “El líder de Manos Limpias, imputado por coacción y estafa”. Cuando los hechos que dieron lugar a esta causa judicial ocurrieron hace más de cuatro años. Un sinsentido que el diario de Prisa saque ahora a relucir dicha información para desprestigiar a Manos Limpias».


      Finalmente, el 5 de marzo, el juez José Castro rechazó citar como imputada a la infanta en el caso Urdangarin, tal y como había solicitado el colectivo Manos Limpias. El titular del Juzgado de Instrucción número 3 de Palma dictó un auto en el que desestimaba la petición, a la que se había opuesto la Fiscalía Anticorrupción al considerar que no bastaba para su citación el hecho de que la infanta formase parte de la Junta Directiva del Instituto Nóos que presidía Urdangarin y que poseyera el 50 por ciento y fuera la secretaria del Consejo de Administración de una de las sociedades instrumentales a las que se desviaron fondos públicos, Aizoon. Castro estimó que «no existen indicios» de que «conociese la conducta supuestamente ilícita de su marido». El juez señaló que imputar a la infanta Cristina y citarla a declarar «carecería de sentido y solo conduciría a estigmatizar gratuitamente a una persona, lo que no es de recibo». Acogerse a sagrado bajo ese «no estigmatizar» traslada a la opinión pública la percepción de que ser imputado es algo oprobioso, cuando no es así. La imputación, en muchos casos, permite que el ciudadano pueda defenderse ante la justicia y no seguir sometido al «juicio mediático» sin poder explicarse. Pero lo realmente grave del auto de Castro, es que dio la sensación de que hay dos clases de ciudadanos, dos castas perfectamente diferenciadas: los que pueden ser estigmatizados y los que no. La justicia, una vez más, no es igual para todos.


      


      


      Chantaje a altos ejecutivos bancarios


      


      Junta General de Accionistas del BBVA. Palacio Euskalduna, avenida de Abandoibarra, número 4 (Bilbao). Viernes 14 de marzo de 2013. Durante la tarde.


      La abogada de Manos Limpias Virginia López Negrete pidió la palabra en el turno destinado a los accionistas de BBVA. Su intención era dar a conocer a la Junta el escrito que el día anterior había presentado en el Juzgado de Instrucción número 3 de Palma, en el que pedía que se reabriera la causa contra el director del Área de Responsabilidad Social Corporativa del banco, Antonio Ballabriga, como responsable de la organización de los llamados Juegos Europeos. Según la abogada de Manos Limpias, Ballabriga fue «la persona que se reunía, en nombre del Instituto Nóos, con los políticos valencianos, quien gestionaba el cobro de las facturas, quien proponía el plan de negocio y su ejecución, quien orquestaba, en definitiva, en nombre del Instituto Nóos, todo el tema de los Juegos Europeos». Nunca antes de aquella fecha Manos Limpias había ido contra Ballabriga. La letrada de la acusación popular no había pedido todavía la imputación del alto cargo del banco, pero amenazaba con hacerlo y así lo anunció a la Junta de Accionistas del BBVA.


      Además López Negrete se encargó de denunciar una irregularidad que, en su opinión, se había registrado durante el proceso que afectaba a Ballabriga, primero como imputado y luego como testigo. Según dijo, la abogada que aparece como firmante del primer recurso de reforma presentado en nombre de Ballabriga intentó con posterioridad presentarse como representante de la acusación popular que lleva Manos Limpias en este proceso. De hecho, según dijo la letrada, llegó incluso a suplantar en diversos medios de comunicación —Telecinco entre ellos— a la auténtica y única abogada de Manos Limpias en este procedimiento, es decir, ella, la propia Virginia López Negrete. «En otras palabras —subrayó—, se dio la paradoja de que la abogada defensora de Ballabriga en este procedimiento pudo convertirse en la representante de su acusación». A renglón seguido preguntó: «¿Se trata de una simple paradoja o un diseño elaborado por un Departamento de Comunicación más atrevido que efectivo?»


      No estuve en aquella Junta del BBVA, primero porque no soy accionista del banco y, segundo, porque no mantengo ninguna relación con esa entidad después de que esta decidiese dar por rescindido mi contrato como asesora legal externa el 27 de febrero de 2012. Días después tuve noticias de aquel ataque de López Negrete contra mí, en el que me acusaba básicamente de suplantación en medios informativos y de un conflicto de intereses por firmar un recurso de reforma de un imputado mientras colaboraba con Manos Limpias. Falso de toda falsedad. En primer lugar, durante más de un año acudí a los debates de televisión por expreso deseo y autorización del secretario general del sindicato, Miguel Bernad, que me designó para ello con el objetivo de dar voz al colectivo de funcionarios públicos en los medios de comunicación. Así quedó demostrado en la página web de Manos Limpias, en la que se incluyeron los vídeos de mis intervenciones. En segundo lugar, no hubo conflicto de intereses, porque Bernad conocía que yo había firmado el recurso de reforma en representación de Antonio Ballabriga. Se lo conté cuando me propuso ejercer la acusación popular en el caso Nóos en nombre de Manos Limpias, como ha quedado explicado en páginas anteriores. En cualquier caso, no cabía conflicto de intereses debido a que Manos Limpias ni siquiera había solicitado la imputación de Ballabriga. Así me lo hizo saber el propio Bernad en su afán por convencerme de que aceptase su propuesta, que rechacé por una cuestión de ética profesional. Por si eso fuera poco, el escrito fue firmado el 13 de enero, casi un mes antes de que el juez Castro acordase la personación del colectivo de funcionarios como acusación popular en el procedimiento que se sigue en Palma.


      A Antonio Ballabriga le conocí tres años antes de que estallara el caso Nóos, al llevar un asunto jurídico privado de su familia. Y me volvió a contratar a finales de diciembre de 2011 para llevar su defensa, después de que su nombre apareciese en el procedimiento de Nóos y poco antes de que resultara imputado. Cuando adquirió tal condición recurrí el auto de imputación por falta de motivación del objeto por el que se iba a producir su declaración. Fue un mero trámite, ya que el recurso se desestimó, manteniéndose por tanto el día de la citación. Fue en ese momento cuando Ballabriga me comunicó que prefería que su defensa la llevase un letrado de Palma de Mallorca. Por esa razón cedí la venia al letrado José Zaforteza, que a partir de ese momento se encargó de diseñar la estrategia más acorde con los intereses de su cliente, la cual yo desconocía. Es más, esa cesión de venia tuvo lugar el mismo día —7 de febrero de 2012— que el juez Castro acordó la personación de Manos Limpias en el procedimiento de la capital balear. Excuso decir que en ningún momento tuve a mi disposición la causa judicial, ya que cuando se notificó la citación de Ballabriga —amén de que dicha resolución fue conjunta, junto con más citaciones— no vino acompañada del procedimiento ni de copia de diligencia alguna. Así las cosas, el alto cargo del BBVA declaró por primera vez como imputado el 14 de abril de 2012. Su abogado pidió la retirada de tal condición, algo que el juez instructor aceptó el 18 de octubre de aquel año.


      Volvamos al Palacio Euskalduna de Bilbao aquel viernes 15 de marzo de 2013. ¿Qué hacía la abogada que ejerce la acusación popular en el caso Nóos hablando del asunto ante la Junta de Accionistas del BBVA? ¿Cuál era su propósito? ¿A qué motivos obedecía su estrategia? Las respuestas a esas preguntas están en una fotografía que fue subida a las redes sociales ese mismo día por uno de sus protagonistas. En la instantánea se puede ver a López Negrete acompañada por Luis Pineda Salido en la puerta de entrada del salón donde se celebró la Junta. Pero ¿quién es Luis Pineda Salido? Cabe decir, en primer lugar, que es el actual presidente de Ausbanc. Yo le conocí bien. No en vano trabajé para Ausbanc durante casi diez años, de 1996 a 2006. Es más, mi calvario en la asociación comenzó cuando apoyé al delegado en Baleares, Carlos Hernández Guarch, ante las amenazas de muerte, injurias y calumnias que le dirigió el presidente. Luis Pineda nunca me lo perdonó, como se verá en páginas posteriores. Tengo conocimientos suficientes, como es obvio, para detallar su forma de ser y sus métodos. En aras a la objetividad he preferido hacer una recopilación de artículos de prensa con el objetivo de que el lector tenga una idea clara de quién es Luis Pineda. Como se puede comprobar, en el listado aparecen todo tipo de periódicos. Desde los generalistas hasta los económicos. De la prensa de izquierdas a la de derechas. De El País al ABC, pasando por El Mundo… Lo que demuestra la unanimidad de criterio sobre el controvertido personaje.


      Las primeras noticias sobre él las encontramos en los diarios El País y ABC de fecha 27 de febrero de 1983. El día anterior funcionarios de la Brigada Regional de Información detuvieron a siete individuos, militantes de la organización ultraderechista Frente de la Juventud, como presuntos participantes en los sucesos ocurridos el 23 de febrero en la calle de Fuencarral, de Madrid. Aquel día un grupo de jóvenes protagonizó diversos asaltos con lanzamiento de cócteles molotov y objetos contundentes para conmemorar el primer aniversario del fallido golpe de Estado del 23 de febrero. Uno de los detenidos —a los que se les aplicó la ley antiterrorista— fue Luis Pineda Salido, alias «Luispi», de dieciocho años de edad y jefe nacional del Frente de la Juventud.


      El diario El Economista publicó en 2007 que el 6 de marzo de 1980, según consta probado en la sentencia a la que tuvo acceso ese periódico, Luis Pineda y varios compañeros más se dirigieron al domicilio de María Ignacia López del Soto, marquesa de San Eduardo, situado en el barrio de Salamanca, y llamaron a la puerta. Tanto Pineda como varios de sus acompañantes portaban armas de fuego. Cuando la sirvienta abrió, redujeron a todas las personas que había en la vivienda y exigieron a la marquesa que les entregara dinero. Esta se abalanzó contra uno de los intrusos y fue golpeada en la cara con una pistola. Al final el grupo consiguió que la señora les firmara un cheque por valor de 85.000 pesetas que hicieron efectivo en una entidad bancaria de la misma calle del domicilio. Además, antes de marcharse del piso amordazaron a las cuatro personas que acompañaban a la marquesa y robaron 27.900 pesetas y un DNI. En el armario de la dueña de la casa rasgaron con navajas varios abrigos de piel, produciendo en dichas prendas, siempre según consta en la sentencia, desperfectos ascendentes a unas 400.000 pesetas. Luis Pineda fue condenado como responsable en concepto de autor de un delito de robo, con intimidación en las personas, uso de armas en casa habitada y utilización de violencia para obligar a suscribir y entregar un talón. En la fecha en la que se cometió el robo, a Luis Pineda le faltaban solo unos meses para cumplir dieciocho años, por lo que el tribunal aplicó el atenuante de minoría de edad. No obstante, no se libró de ser condenado a la pena de tres meses de arresto mayor y a que pagara solidariamente junto a otro de los acusados en concepto de responsabilidad civil más de medio millón de pesetas a la marquesa de San Eduardo.


      Años después, en concreto el 28 de junio de 2007, El Mundo se hizo eco de un informe enviado por la Agencia Tributaria a la Audiencia Nacional que reveló el hecho de que la Asociación de Usuarios de Banca (Ausbanc), que ya presidía Luis Pineda, cobró 2,45 millones de euros de Forum Filatélico y Afinsa. En mayo de 2006 se había producido la intervención judicial de ambas sociedades filatélicas por presunta estafa, que dejó más de 400.000 afectados. El documento de la AEAT formó parte del proceso abierto por los Juzgados Centrales de Instrucción número 1 y 5 de Madrid, tras una querella presentada por el bufete Osorio & Asociados por estafa. Finalmente la Audiencia Nacional decidió apartar a Ausbanc como acusación popular por fraude procesal. Los jueces entendieron que la acción de la asociación de consumidores en la Audiencia Nacional, después de haber defendido públicamente la legalidad de las dos empresas, no se correspondía con «el contenido y la finalidad propios de una acusación en un proceso penal».


      El 11 de julio de aquel año El País publicó que Ausbanc había recibido 347.000 euros de seis entidades financieras como patrocinio de un acto realizado en Salamanca en septiembre de 2005. El Santander pagó graciosamente 208.800 euros, cantidad que le daba derecho a acudir a las jornadas y a la cena de gala, así como a dar un discurso en el ayuntamiento y a que su logo apareciera en todo lo relacionado con el acto. Cuatro días después, con el título «Las dos caras de Ausbanc», el periódico de Prisa publicó el siguiente perfil: «Defender a los consumidores puede ser un negocio muy lucrativo. Y Luis Pineda lo sabe bien. Hace más de veinte años que se inventó Ausbanc, una asociación de usuarios de banca que ha sacado los colores a las entidades por cobrar comisiones injustificadas, hipotecas caras, etcétera. Sin embargo, también le ha permitido levantar una red de empresas con la que el año pasado movió unos quince millones de euros. Algunos le acusan de utilizar sus publicaciones para captar dinero de la banca, bajo la amenaza de sacar sus trapos sucios si no pasan por caja. Pineda dice que no coacciona a nadie, que todos se anuncian voluntariamente. Un juzgado ha revelado que Ausbanc cobró 347.000 euros del Santander y cinco entidades más por un acto en Salamanca. […] Emilio Botín, presidente del Santander, bajó las escaleras de la Audiencia Nacional con cierto aire despistado. Tenía delante una veintena de fotógrafos y periodistas esperándole. Había declarado ante el juez por las indemnizaciones millonarias pagadas a los exdirectivos José María Amusátegui y Ángel Corcóstegui. No era un trago fácil y parecía un poco apurado; pero, de repente, entre los periodistas alguien dio un paso adelante y se abrazó al presidente del banco. Era Luis Pineda. Botín cambió el semblante y Pineda alabó su gestión ante los periodistas, que se quedaron desconcertados. […] Según sus cifras, entre Ausbanc Consumo y Ausbanc Empresas tiene 352.146 asociados, sumando los individuales y los colectivos. Cobra 60 euros por inscripción y 15 euros al mes por asociado, “aunque hacemos precio especial cuando llegan por una crisis concreta”, apunta. Ha conseguido grandes logros para todos los ciudadanos, entre los que destaca el fin del redondeo al alza de las hipotecas; que se conozcan previamente las comisiones de los cajeros automáticos y la creación de un registro de seguros de vida de los fallecidos. Lo curioso del caso es que esas victorias las ha logrado con denuncias y presiones a los bancos y cajas de ahorros, de los que recibe fuertes ingresos publicitarios en sus revistas y semanarios (también les cobra por organizar eventos y elaborar informes). […] Los ejecutivos de la banca se quejan de las enormes cantidades de dinero que se ven “obligados” a destinar a las publicaciones de Ausbanc. Se habla de cifras que van desde los 400.000 euros hasta los 60.000, dependiendo del tamaño. Dicen que lo hacen bajo la presión del poder de Pineda. Sin embargo, nadie (excepto Credit Services) lo denuncia porque dicen dudar de que sea ilícito».
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